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VIII LEGISLATURA

Serie II:
PROYECTOS DE LEY

PROYECTO DE LEY

621/000133 Por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas en favor de
quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

PROPUESTAS DE VETO

621/000133

PRESIDENCIA DEL SENADO

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 191
del Reglamento del Senado, se ordena la publicación
en el BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES de
las propuestas de veto presentadas al Proyecto de
Ley por la que se reconocen y amplían derechos y se
establecen medidas en favor de quienes padecieron
persecución o violencia durante la Guerra Civil y la
Dictadura.

Palacio del Senado, 27 de noviembre de 2007.—P. D.,
Manuel Cavero Gómez, Letrado Mayor del Senado.

El Grupo Parlamentario Popular en el Senado (GPP),
al amparo de lo previsto en el artículo 107 del
Reglamento del Senado, formula una propuesta de
veto al Proyecto de Ley por la que se reconocen y
amplían derechos y se establecen medidas en favor
de quienes padecieron persecución o violencia
durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Palacio del Senado, 26 de noviembre de 2007.—El
Portavoz, Pío García-Escudero Márquez.

PROPUESTA DE VETO NÚM. 1
Del Grupo Parlamentario Popular
en el Senado (GPP)

El Grupo Parlamentario Popular en el Senado (GPP),
al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Regla-
mento del Senado, formula la siguiente propuesta de
veto al Proyecto de Ley.

JUSTIFICACIÓN 

El «Proyecto de Ley por la que se reconocen y
amplían derechos y se establecen medidas a favor de
quienes padecieron persecución o violencia durante
la guerra civil y la dictadura» es una iniciativa del
Gobierno que el Grupo Parlamentario Popular juzga
en su conjunto como innecesaria, irrelevante y falsaria.

Es innecesaria porque no hacía falta un proyecto de
ley para ampliar, mejorar y completar los derechos
económicos de las víctimas de la Guerra Civil y de la
Dictadura.

Es irrelevante, en segundo lugar, porque introduce
derechos sin contenido alguno, como es el denominado
«derecho individual a la memoria personal y familiar
de cada ciudadano», derecho que, por cierto, no se
recoge en las principales declaraciones internacionales
de derechos humanos, ni en la Constitución española.
Además, asienta un grave principio de inseguridad



jurídica, al reconocer a una comisión carente de
carácter jurisdiccional la capacidad para juzgar
actuaciones del pasado, ya prescritas o juzgadas. Por
si fuera poco, dicha comisión habrá de argumentar,
sin prueba contradictoria, qué conductas pretéritas
fueron «manifiestamente injustas».

Y, en tercer lugar, es «falsaria» porque se disfraza
de iniciativa de concordia lo que es en realidad un
paso más en la estrategia de ruptura del pacto consti-
tucional que este Gobierno está alentando desde el
inicio de la legislatura.

El presente proyecto de ley supone una quiebra en
relación con el pacto constitucional de 1978, que pro-
movió la concordia y la reconciliación entre los espa-
ñoles sobre la base del acuerdo en que el pasado jamás
sería utilizado como elemento de confrontación y
como arma política, En este sentido, la mejor memoria
es la Transición, que cerró una larga historia de divisio-
nes y enfrentamientos entre españoles, y sobre todo
cerró las heridas de la Guerra Civil y la Dictadura. La
sociedad española de 2006 reclama la resolución de los
problemas que hipotecan su futuro, y no reabrir viejas
heridas superadas, máxime cuando un número cada vez
mayor de españoles sólo ha conocido la democracia.

El proyecto de ley nace de un ambiente de revisio-
nismo estimulado por el propio Gobierno sobre un
pasado que los españoles habíamos dado ya por supe-
rado. La actitud del Gobierno en relación con el
fomento de la mal llamada «memoria histórica» res-
ponde a una voluntad de manipular y tergiversar la
Historia desde posiciones políticas interesadas.

Se trata, en definitiva, de utilizar el pasado como
arma política, estableciendo una falsa y maniquea
división en la actual sociedad.

En definitiva, esta manipulación pretende crear, a
través de la instauración de una «memoria única y
oficial», una nueva fuente de legitimidad política
anterior a la Transición y al pacto constitucional.

Este proyecto de ley se inscribe, por tanto, en una
estrategia de ruptura con el pacto de convivencia que
los españoles formularon a través de la Constitución
de 1978.

Asimismo, este proyecto de ley del Gobierno y de
sus socios parlamentarios, ha incumplido flagran-
temente la letra y el espíritu de la resolución de la
Comisión Constitucional de 20 de noviembre de 2002,
aprobada por unanimidad por los representantes de
todos los grupos políticos del Congreso de los Dipu-
tados. Dicha resolución explicitaba la voluntad de
que el pasado no fuera utilizado como arma política
para «no revivir viejos rencores, resucitar odios o
alentar deseos de revancha».

El Gobierno tiene a mano otros instrumentos más
concretos para abordar algunas de las cuestiones rela-
cionadas con este proyecto de ley, como la mejora de
derechos económicos ya recogidos en nuestro Orde-
namiento para las víctimas de la Guerra Civil y la

Dictadura, o la colaboración de las Administraciones
públicas con los particulares para la localización e
identificación de las víctimas.

A mayor abundamiento, las cuestiones a las que
acabamos de referimos se habían articulado ya a tra-
vés de un mandato parlamentario, en concreto el de la
resolución aprobada el 20 de noviembre de 2002, por
unanimidad, en la Comisión Constitucional del Con-
greso de los Diputados. En consecuencia, el proyecto
de ley es del todo improcedente, por redundante.

Por lo demás, muchos de los aspectos abordados
por el proyecto de ley no responden al enunciado de
la misma. No hay relación alguna entre la ampliación
y reconocimiento de derechos y medidas a favor de
quienes padecieron persecución o violencia durante
la Guerra Civil y la Dictadura, y los artículos de este
proyecto de ley dedicados a símbolos y monumentos
públicos, creación del Centro Documental de la
Memoria Histórica, Valle de los Caídos o adquisición
y protección de documentos sobre la Guerra Civil y
la Dictadura.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular
presenta un veto a este proyecto de ley, reafirmando
su compromiso a favor del pacto constitucional,
como garantía de concordia y reconciliación de los
españoles, y reclama la plena vigencia de la citada
resolución de la Comisión Constitucional, de 20 de
noviembre de 2002, unánimemente aprobada por
todos los partidos políticos con representación en el
Congreso de los Diputados.

Los Senadores Miquel Bofill Abelló, Lluís Ara-
gonès Delgado de Torres, Josep Maria Esquerda
Segués y Carles Josep Bonet i Revés (GPECP), al
amparo de lo previsto en el artículo 107 del Regla-
mento del Senado, formulan una propuesta de veto al
Proyecto de Ley por la que se reconocen y amplían
derechos y se establecen medidas en favor de quienes
padecieron persecución o violencia durante la Guerra
Civil y la Dictadura.

Palacio del Senado, 26 de noviembre de 2007.—Miquel
Bofill Abelló, Lluís Aragonès Delgado de Torres,
Josep Maria Esquerda Segués y Carles Josep
Bonet i Revés.

PROPUESTA DE VETO NÚM. 2
De los Senadores Miquel Bofill
Abelló, Lluís Aragonès Delgado
de Torres, Josep Maria Esquer-
da Segués y Carles Josep Bonet i
Revés (GPECP).

Los Senadores Miquel Bofill Abelló, Lluís Ara-
gonès Delgado de Torres, Josep Maria Esquerda
Segués y Carles Josep Bonet i Revés (GPECP), al
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amparo de lo previsto en el artículo 107 del Regla-
mento del Senado, formulan la siguiente propuesta
de veto al Proyecto de Ley.

JUSTIFICACIÓN 

El Estado español, y la sociedad en su conjunto,
para progresar y mirar con confianza el futuro, para
integrarse plenamente, política y espiritualmente, a la
Europa democrática y para contribuir con plena auto-
ridad moral a la democracia, a la paz y al progreso en
el mundo, necesitan cerrar definitivamente la herida
que abrió la sublevación militar de 1936 y la guerra
contra la República, el régimen democrático y el
orden legalmente constituido, una guerra cruel e
injusta, que sufrió toda la sociedad, empezando por
los más inocentes, los niños, y con víctimas de todas
las ideologías. El Estado español, y la sociedad en su
conjunto, necesitan cerrar definitivamente la herida
que ahondaron los vencedores, encabezados por el
general Franco, al instaurar una dictadura que no solo
fue injusta porque únicamente reconoció y recom-
pensó a una parte de las víctimas, sino porque, al
tiempo que suprimía todas las instituciones democrá-
ticas y todas las libertades ciudadanas, exaltó a sus
verdugos, persiguió sin piedad a los partidarios de la
libertad y la democracia, a todos a los que considera-
ba sus enemigos, alargó durante años los horrores y
dolores de la guerra, organizó el terror contra los ven-
cidos, encubrió desapariciones y ejecuciones suma-
rias, y organizó desde la propia Administración del
Estado la persecución sistemática de cualquier posi-
ble opositor, una represión de las libertades que llevó
a decenas y decenas de miles de ciudadanos a la pri-
sión, al exilio, a la muerte, a la miseria por el expolio
de sus bienes, por su expulsión de sus lugares de tra-
bajo… una dictadura que de manera fría y calculada
causó más víctimas que la propia guerra y que
durante cuarenta años se mantuvo gracias a ese régi-
men de terror, a una legislación arbitraria y antide-
mocrática, a la conculcación sistemática de los dere-
chos humanos. El Estado español, y por ende sus
clases dirigentes, necesitan superar definitivamente
el franquismo.

Superar definitivamente el franquismo quiere decir
que el Estado español deja de silenciar en todos los
aspectos ese pasado y que asume con todas sus con-
secuencias lo que se deriva del reconocimiento que
hacía el Tribunal Supremo (Sentencia del Tribunal
Supremo - Sala Primera, de lo Civil nº 16/2000, de 25
de Enero de 2000)  de que «es evidente la situación
coactiva y de omisión de Estado de derecho que pre-
valeció en España hasta la publicación de la Consti-
tución Española en fecha 29 de diciembre de 1978».
Superar definitivamente el franquismo quiere decir

que el Estado reconoce la conculcación de los dere-
chos humanos y los crímenes contra la humanidad
cometidos por la dictadura franquista, que reconoce
jurídicamente a las víctimas de esos crímenes y el
derecho de estas a ser reparadas. Superar definitiva-
mente el franquismo quiere decir que se da «cumpli-
da y definitiva respuesta a las demandas» «legítimas
y justas» de los ciudadanos, y de los familiares de
esos ciudadanos, también de las organizaciones, enti-
dades e instituciones, que durante los decenios ante-
riores a la Constitución sufrieron persecución, repre-
sión y hasta la muerte a causa de la sublevación
contra la República, de la guerra y del régimen dicta-
torial que instauró.

El anuncio de la tramitación de este Proyecto de
Ley levantó grandes expectativas en la sociedad a
principios de la legislatura: por fin, treinta años des-
pués del fin de la dictadura, un gobierno no se iba a
limitar a declaraciones y a compensaciones parciales,
sino que con todas las de la ley, es decir con plenos
efectos jurídicos y compromisos vinculantes, iba a
llamar a las cosas por su nombre, iba a asumir la pro-
blemática de los crímenes de la dictadura en su glo-
balidad, iba  a reconocer a las víctimas y sus dere-
chos, y, dentro de lo posible, iba a anular las
injusticias y a reparar a las personas, instituciones
públicas, organizaciones y entidades de todo tipo víc-
timas de crímenes contra la libertad y los derechos
humanos. 

Sin embargo, la polvareda que levantó esa derecha
anclada en el pasado, con tanta presencia en alguna
prensa y en algunas comunidades, y que padecemos
todos, no era un buen augurio para el futuro de la ley.
Esos aspavientos, ante lo que no iba a ser más que un
acto de reconocimiento jurídico de las víctimas, evi-
denciaban, y evidencian aún más la necesidad justa-
mente de hablar claro y superar definitivamente el
franquismo, de reconocer los crímenes de la dictadu-
ra, a las víctimas y superar cualquier justificación de
dichos crímenes. La democracia en el Estado español
necesita una derecha que supere definitivamente
cualquier anclaje ni que sea sentimental en el fran-
quismo, que lo condene sin paliativos, una derecha
capaz de encontrar nuevos referentes en Europa,
donde los Estados y las clases dirigentes mantienen
una actitud de coherente condena del nazismo y el
fascismo, en una Europa cuya unidad se empezó a
construir bajo el impulso de unos líderes democráti-
cos que se propusieron que nunca más pudiera repro-
ducirse la barbarie, que sabían que para ello no había
que correr un tupido velo sino que se tenía que desa-
rrollar una política para que emergiera la verdad, la
verdad de las víctimas, una política de máximo reco-
nocimiento y reparación, con la vista puesta en el
futuro. Para ello se necesita convicción democrática,

BOCG, SENADO, SERIE II 28 DE NOVIEMBRE DE 2007 NÚM. 133

— 15 —



valentía, temple y generosidad. Con ello se gana legi-
timidad democrática y autoridad moral. Plantear una
ley plenamente consecuente con la doctrina interna-
cional sobre derechos humanos, al menos en relación
con el trato a las víctimas, y en sintonía con lo que
han hecho otras democracias europeas en relación a
su propio pasado nazi o fascista también era una
necesidad para emplazar a la derecha española a asu-
mir, hoy o en un futuro, una actitud más generosa y
consecuentemente democrática.

Hace aproximadamente treinta años se iniciaba la
transición de la dictadura a la democracia, en que
fuerzas nacidas dentro del propio Régimen franquis-
ta aceptaron iniciar un diálogo con fuerzas de la opo-
sición democrática; para ello hizo falta que el dicta-
dor hubiera muerto en la cama aún en el ejercicio del
cargo de Jefe del Estado. En aquel momento, no se
realizó una condena explícita con todas sus conse-
cuencias de la dictadura franquista, empezando por el
reconocimiento de la ilegalidad y la ilegitimidad
democrática de la rebelión militar de 1936, contra las
instituciones democráticas de la República, y de sus
crímenes, ni tampoco tuvo lugar un pleno reconoci-
miento de las víctimas, ni su reparación. Los límites
los puso el eufemísticamente llamado ruido de
sables, que no era otra cosa que el peso de los fran-
quistas que controlaban los aparatos del Estado, y en
particular el peso de mandos franquistas aún activos
en las fuerzas armadas, que no aceptaban la condena
de todo el largo período de la dictadura e impusieron
la impunidad de los crímenes de la dictadura. Así se
refleja en buena parte en la llamada Ley de amnistía
de 1977, ley preconstitucional que equipara a vícti-
mas y verdugos, que no condena el franquismo ni
reconoce el valor de los que lucharon por la democra-
cia, y que, contraviniendo toda la legislación interna-
cional sobre derechos humanos, incluye explícita-
mente la amnistía de «los delitos y faltas que
pudieran haber cometido las autoridades, funciona-
rios y agentes del orden público, con motivo u oca-
sión de la persecución de los actos incluido en esta
Ley», es decir todos los referidos al ejercicio de las
libertades, y «los delitos cometidos por los funciona-
rios y agentes del orden público contra el ejercicio de
los derechos de las personas», es decir contra los
derechos humanos.

Hoy, treinta años después, ya no hay «ruido de
sables», estamos institucionalmente plenamente
integrados a la Europa democrática, tenemos unas
instituciones y, sobretodo, una sociedad democráti-
camente madura, estamos, pues, en condiciones de
dar una muestra inequívoca de firmeza y generosi-
dad democrática y cerrar definitivamente las heridas
que dejó el franquismo y contribuir a superar el cán-
cer ideológico que suponen las ambigüedades y

dejar cualquier resquicio a la justificación de la dic-
tadura y sus crímenes.

En este sentido, esta Ley no era una ley cualquiera,
no era una ley «técnica» en torno a la cual pudiera
valer solo una negociación de pequeñas mejoras, de
algunas transacciones parciales a medio camino entre
unos y otros. Esta ley se refiere a más de cuarenta
años de historia de la lucha por la democracia y de
atropellos sistemáticos de los derechos humanos y
las libertades, se refiere a  principios básicos en rela-
ción a los derechos humanos, y por ello y «para dar
cumplida y definitiva respuesta a las demandas de
esos ciudadanos» «que sufrieron las consecuencias
de la guerra civil y del régimen dictatorial que la
sucedió», propósito al cual se refiere el Preámbulo
del texto que nos llega del Congreso de los Diputa-
dos, esta ley debía tener unos contenidos mínimos,
con plazos claros de cumplimiento; contenidos que
para nosotros son:

1.—El reconocimiento jurídico por parte del esta-
do español de la condición de víctimas a todas las
personas que sufrieron la persecución y hasta la
muerte durante la dictadura franquista por su defensa
y reivindicación de las libertades y derechos demo-
cráticos, desde sus orígenes el 18 de julio de 1936
hasta 1977.

La localización e identificación de víctimas desa-
parecidas y asesinadas, independientemente de su
adscripción ideológica, y el reconocimiento de los
derechos de sus familiares.

2.—La anulación de todas las sentencias dictadas
en Consejos de Guerra desde el 18 de julio de 1936
hasta la muerte del dictador, en relación con supues-
tos delitos de rebelión militar, contra la seguridad del
Estado, de «bandidaje y terrorismo» o similares,
empezando muy singularmente por la anulación de la
sentencia de muerte contra el presidente de la Gene-
ralitat de Catalunya, Lluís Companys i Jover, así
como por las de los ministros de la República Joan
Peiró y Julián Zugazagoitia. 

La anulación de todas las sentencias dictadas por el
Tribunal de Orden Público, por los tribunales de res-
ponsabilidades políticas y por el denominado Tribu-
nal Especial de Represión de la Masonería y el
Comunismo.

3.—La compensación a las víctimas de estas sen-
tencias y en particular a los familiares de las personas
fusiladas en virtud de los consejos de guerra citados.

4.—El reconocimiento jurídico y moral de las per-
sonas que formaron parte de las distintas organiza-
ciones armadas antifranquistas, de las personas
represaliadas por sus convicciones democráticas, de
los que sufrieron prisión, internamiento en campos
de concentración, batallones de trabajadores, exilio,
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presidio, destierro, tortura, detención o arresto por
parte de las fuerzas de orden público o militares a
causa de la guerra o durante la represión franquista,
de las personas que perdieron la vida ante las fuerzas
de orden público o militares en acciones contra la
dictadura. Y el establecimiento de indemnizaciones a
estas personas o a sus familiares.

El reconocimiento y el restablecimiento de los
honores de los militares y miembros de los cuerpos
de seguridad del Estado que defendieron el orden
legal democrático y constitucional de la República,
como los generales Batet, Aranguren y Escobar.

El reconocimiento, la rehabilitación y la restitución
de todos los honores de los maestros y de todos los
funcionarios públicos expulsados de sus puestos de
trabajo por motivos políticos.

El reconocimiento jurídico y moral de las perso-
nas, colectivos, asociaciones, entidades, instituciones
y empresas, escuelas, editoriales, discográficas,
radios… que sufrieron persecución por motivo de su
lengua y cultura, que sufrieron persecución, discrimi-
nación, castigos, sanciones y vejaciones por el uso de
la lengua catalana, de la lengua vasca o de la lengua
gallega, por su enseñanza, por su fomento y difusión.

El reconocimiento jurídico y moral de las personas
y colectivos que sufrieron persecución por motivo de
pensamiento, creencias religiosas o cultura, o por
motivo de su orientación sexual.

5.—La restitución a la Generalitat de Catalunya y
al Gobierno Vasco de todos los honores y los bienes
que les fueron incautados por la dictadura franquista.

6.—La restitución de los bienes inmuebles, dinero
y otros valores, y bienes muebles incautados por el
régimen dictatorial a personas, instituciones, parti-
dos, sindicatos, asociaciones y entidades, actualizan-
do su valor monetario en el caso de dinero u otros
valores o en el caso que la restitución material de
esos bienes no fuera posible.

7.—La restitución de los documentos incautados
por las fuerzas represivas durante todo el período dic-
tatorial desde sus orígenes en 1936.

8.—La preservación de los lugares de la memoria
de la represión y de la resistencia y la lucha antifran-
quista; que debería incluir la «museización» de algu-
nos de estos lugares, en particular de El Valle de los
Caídos.

9.—La retirada de los símbolos franquistas de
todos los espacios, vías y edificios públicos.
10.—La invalidación de las distinciones, nombra-

mientos, títulos honoríficos y demás formas de exal-
tación de personajes vinculados al régimen franquis-
ta, en primer lugar de las de aquellos personajes
vinculados a organismos relacionados con la repre-
sión, con la ratificación de sentencias represivas o
con el aval de actos represivos de la dictadura.

11.—La obertura de todos los archivos de la repre-
sión, garantizando su fácil y libre acceso a todos los
ciudadanos. La investigación sobre la desaparición
de fondos documentales del Estado durante la Tran-
sición, su recuperación cuando sea posible y el tras-
lado de los resultados de la investigación a la Fisca-
lía del Estado por si hubiere responsabilidad penal en
su desaparición.
12.—El fomento de la investigación y la divulga-

ción de la memoria y los valores democráticos. La
incorporación en la enseñanza obligatoria de un
temario específico sobre la represión política y
social, así como sobre el intento de genocidio cultu-
ral y lingüístico de las lenguas y culturas catalana,
gallega y vasca por parte de la dictadura franquista.
13.—El reconocimiento del exilio como una de las

consecuencias de la sublevación y la guerra contra la
República, y de la  persecución antidemocrática y la
represión de la dictadura franquista. El reconoci-
miento de las personas forzadas al exilio como vícti-
mas y la reparación de los daños, que debe incluir la
posibilidad de recuperar la nacionalidad para estas
personas y sus familiares. El reconocimiento y la
reparación singular de los que a causa del exilio
sufrieron internamiento en los campos de concentra-
ción del Estado francés. La realización de un inven-
tario de los fondos documentales relacionados con el
exilio republicano y antifranquista en todo el mundo
y el fomento de su estudio y difusión, singularmente
para evaluar su alcance y magnitud.
14.—El reconocimiento de las víctimas originarias

del Estado español de los centros de trabajo forzado
y de los campos de exterminio nazis durante la
Segunda Guerra Mundial, y la reparación moral, jurí-
dica y económica a los supervivientes o a los familia-
res de dichas víctimas.
15.—La facilitación de las demandas de documen-

tación u otros trámites, y el apoyo a los ciudadanos,
entidades o instituciones que quieran formular recla-
maciones ante los tribunales españoles o internacio-
nales por crímenes contra la humanidad cometidos
durante la dictadura franquista, desde sus orígenes
hasta la muerte del dictador, o por sus aliados nazis y
fascistas durante la Segunda Guerra Mundial.
16.—La formalización solemne por parte del Jefe

del Estado en nombre del Estado español de la
demanda de perdón a las víctimas, del reconocimien-
to de las víctimas de la dictadura, desde sus orígenes
en la sublevación contra la República, de su dignidad
y su honor, del valor de su defensa de la libertad y la
democracia, de su resistencia y lucha contra la dicta-
dura, y de la condena explícita del levantamiento
militar contra la República, del régimen dictatorial
que instauró y de los crímenes que cometió.
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Sin embargo, el Proyecto de Ley que el gobierno
presentó hace un año, después de numerosas dudas y
aplazamientos, se alejaba substancialmente de estas
premisas y lo mismo sucede con el texto que nos
llega hoy del Congreso de los Diputados, que no con-
siguió mejorar el texto en las cuestiones principales.
No se ha sabido terminar la Transición del franquis-
mo a la plena democracia en esta cuestión básica de
la condena del franquismo y sus crímenes, y del
pleno reconocimiento y de la plena reparación moral,
jurídica y económica de las víctimas de la guerra y la
represión franquista.

A pesar de las buenas intenciones del gobierno en
el inicio de la legislatura, cuando era reciente el man-
dato mayoritario de los ciudadanos de terminar con la
prepotencia y las mentiras de esa derecha enraizada
aún en el pasado, casi cuatro años después nos llega
este Proyecto de Ley que no cierra definitivamente
las heridas de la guerra y la dictadura franquista. En
su preámbulo se reconoce que «quedan aún iniciati-
vas por adoptar para dar cumplida y definitiva res-
puesta a las demandas de esos ciudadanos, plantea-
das tanto en el ámbito parlamentario como por
distintas asociaciones cívicas» y que «se trata de peti-
ciones legítimas y justas». Pues bien, este Proyecto
tampoco les da satisfacción, tampoco nos da satisfac-
ción; y lo decimos también bien alto y claro en pri-
mera persona, en nombre de Esquerra Republicana
de Catalunya, como partido mayoritario en Catalun-
ya durante el periodo republicano, como motor de la
autonomía de Catalunya y de la recuperación de la
institución histórica de la Generalitat de Catalunya en
el periodo republicano, como partido de profunda
tradición democrática, como víctima significada de
la sublevación militar y de la dictadura franquista,
como organización perseguida y expoliada, como
partido del presidente mártir de la Generalitat de
Catalunya, Lluís Companys i Jover, como actor de la
lucha antifranquista por la democracia, como agente
fundamental del mantenimiento de las instituciones
catalanas en el exilio y del restablecimiento de la
Generalitat de Catalunya, como partido de gobierno,
como partido parlamentario de izquierdas, republica-
no y catalanista, como partido independentista demo-
crático catalán.

El Proyecto de Ley no anula las sentencias de los
consejos de guerra y de los tribunales especializados

en la persecución y la represión; muy singularmente
no anula las sentencias de muerte dictadas por dichos
consejos de guerra, no anula, pues, tampoco la sen-
tencia de muerte de Lluís Companys, fusilado por su
condición de presidente de la Generalitat de Catalun-
ya, a pesar de los compromisos del Gobierno en octu-
bre de 2004. El Proyecto de Ley pretende sustituir
está medida elemental de justicia por una declaración
de ilegitimidad, sin valor jurídico, que daría derecho
a obtener una Declaración de reparación y reconoci-
miento personal, expedida por el ministerio de Justi-
cia, sin garantías jurídicas, puramente simbólica, sin
valor jurídico para obtener cualquier restitución
patrimonial, reparación o indemnización económica
o profesional. 

El Proyecto de Ley no plantea la restitución a sus
legítimos propietarios de los bienes incautados,
expoliados, robados por el Régimen franquista.

El Proyecto de Ley no recoge ninguna de estas
demandas ya históricas, ni la mayoría de los conte-
nidos esenciales para cerrar realmente las heridas
que dejó el franquismo expuestos anteriormente.
Seguramente no las recoge porque, a pesar de su
condena formal del franquismo, no asume la ilegali-
dad de la sublevación militar de 1936 contra la
República, ni la ilegalidad, ni el carácter criminal de
las actuaciones represivas de la dictadura, de sus tri-
bunales, de sus fuerzas armadas, de sus cuerpos poli-
ciales… y, sobretodo, continua regateando el pleno
reconocimiento de las víctimas y sus derechos.

En estas condiciones no nos parece aceptable este
Proyecto de Ley. 

Nuestro veto a este Proyecto de Ley se refiere a
derechos humanos básicos y, en definitiva, a dejar
atrás el franquismo, al pleno reconocimiento de las
víctimas y a honrar la memoria democrática, la
memoria republicana y la memoria antifranquista.
Nuestro veto significa que, junto con tantos ciudada-
nos y ciudadanas, junto con tantas asociaciones, que
no se conforman con el contenido actual de este Pro-
yecto de Ley, seguiremos oponiéndonos al chantaje
de esa derecha aún anclada en el pasado y trabajando
para conseguir una buena Ley, justa y coherente con
los valores democráticos y la doctrina de los tribuna-
les e instituciones internacionales sobre los derechos
humanos.
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